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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

STJ CORRIENTES
Autos: “GALANTE, MONICA BLANCA Y SANABRIA RAMON ANGEL C/PODER EJECUTIVO DE LA PROVINCIA S/ACCION CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA” Expediente Nº 21.282/03

Sentencia del 20-05-2009
EMPLEADA PÚBLICA CON TUTELA SINDICAL-REINSTALACIÓN

“Se reincorpora a la actora “hasta tanto finalice el juicio de exclusión de la tutela sindical.., efectivizando recién la sanción de cesantía. La ley 23.551, arts. 47 y ss., sobre todo el art. 52 que prescribe: “Los trabajdores amparados por las garantías previstas en los arts. 40, 48 y 50 de la presente ley, no podrán ser despedidos, suspendidos ni con relación a ellos podrá modificarse las condiciones de trabajo, SI NO MEDIARE RESOLUCION JUDICIAL PREVIA QUE LOS EXCLUYA DE LA GARANTIA..”. En autos, el decreto 335/03 configuran un reconocimiento expreso de la protección al actor de la tutela sindical, pretendiendo dejar en suspenso la efectivización de la cesantía, pero no anularla, sino dejara pendiente hasta la definición sobre el amparo sindical. En caso de incumplimiento, el art. 52 da derecho al trabajador a la “reinstalación” en el cargo o considerar extinguida la relación laboral; sin embargo en el caso de los empleados públicos, con beneficio de estabilidad propia (ver CSJN en “Madorran” y otros), no es posible considerar la ruptura con indemnización de tipo laboral, restando solamente la reinstalación y el daño moral si correspondiere. En nuestro caso la “reinstalación” ha sido a medias, pues se dejó intacta la cesantía, dictada en violación al art. 52 citado, pues la resolución de exclusión debe ser “previa” a la ruptura del vínculo. No pudiendo considerarse una “retracción” del despido, sino un mantenimiento provisorio del cargo, lo real es que se ha infringido el mandato legal expreso de dicho artículo 52  y  al constituir un  acto  administrativo “contra legem”,                        
lleva consigo el vicio del art. 175 inciso e) de la ley 3460, o sea “se transgrede prohibición de un mandato expreso de normas legales…”. Sobre esa base y la “reinsolación” práctica realizada, no procede la indemnización solicitada como daño material; en cuanto al daño moral, no se ha justificado, siquiera argumentado su existencia, no siendo justificable por el solo acto antijurídico, como ha sido opinión de este Superior Tribunal en este tipo de casos”.(del voto del Dr. Carlos Rubin al que adhiere la mayoría)

“Del examen de las constancias de la causa, se desprende que la actora impugna la sanción de cesantía adoptada por la Administración en su contra por Decreto Nº 2356/02 sin mediar decisión judicial de exclusión de la tutela sindical y el rechazo por Decreto Nº 335/03 del recurso de revocatoria interpuesto contra aquella medida expulsiva. En el primer voto se recepta parcialmente la acción considerando que, la falta de exclusión de la tutela sindical en forma previa a la imposición de la cesantía importa una decisión adoptada “contra legem” y, por tanto, nula de conformidad con el artículo 175 inciso e) de la ley 3460. Destacándose expresamente además, que el reconocimiento del incumplimiento del recaudo legal efectuado por el Estado a través del Decreto Nº 335/03 no constituye una “reinstalación” efectiva sino la mera suspensión de la efectivización de la medida expulsiva hasta tanto se defina la tutela sindical.... Está claro y no admite mayores comentarios, que el decreto de cesantía se halla gravemente viciado de nulidad al haberse dictado transgrediendo la prohibición del expreso mandato contenido en el artículo 52 de la ley 23551, aplicable al caso. Pero, de la atenta lectura del Decreto Nº 335/03 cuya copia obrante a fojas 1/4 fuera traída por la misma actora, surge que, habiéndose admitido, previa verificación oficiosa de tal extremo, la tutela sindical peticionada, reinstalándose a la actora en el cargo y funciones hasta tanto recayera decisión definitiva en el juicio de exclusión de la garantía sindical que por el mismo acto se autoriza a promover a la Fiscalía de Estado, ha sido la misma Administración quien suspendió la ejecutoriedad de la medida expulsiva. Dicha suspensión de la ejecutoriedad del acto administrativo hasta tanto recayere decisión respecto de la garantía sindical, resulta ajustada en un todo a lo normado por el artículo 143 de la ley 3460 aún cuando éste no lo haya invocado expresamente. En efecto, verificada la calidad de delegada gremial de la recurrente, el Poder Ejecutivo suspendió la ejecución del Decreto Nº 2356/02, es decir, la ejecución de la cesantía, reinstalándola, consecuentemente, en el cargo y funciones hasta tanto finalizara el juicio de exclusión de la garantía sindical, debiendo recién allí aplicar la sanción expulsiva. Tal medida es adoptada, claramente, frente a la apariencia de nulidad que el aquel incumplimiento genera, subordinando éste nuevo acto, en rigor, aquella ejecución a un hecho incierto y futuro, la admisión de la exclusión de tutela sindical solicitada judicialmente, esto es, una condición resolutoria en los términos del artículo 150 del mismo texto legal (3460). Consecuentemente, cumplida la condición resolutoria debería dejarse sin efecto aquella suspensión de los efectos del acto de cesantía, ejecutándose la misma. En ese orden de ideas y, sumado a la exigencia que tenemos los jueces de atender a las circunstancias sobrevinientes, no podemos soslayar en el caso concreto, que oportunamente éste mismo Tribunal se ha pronunciado en el aludido juicio de exclusión de la actora de la garantía sindical caratulado “ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES C/ MONICA BLANCA GALANTE S/ EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL”, Expte Nº EL1-10147/3 que tramitara por ante la Secretaría Jurisdiccional Nº 2, rechazando los recursos de inaplicabilidad de ley y extraordinario federal deducidos por la demandada – aquí actora – mediante sentencia Nº 65 del cuatro de octubre de dos mil siete y resolución Nº3 del catorce de abril de dos mil ocho, respectivamente. Por tanto, verificado el cumplimiento de la señalada condición resolutoria, la reinstalación dispuesta bajo  la  misma  ha  perdido  sustento correspondiendo proceder, en consecuencia, a la ejecución de la sanción expulsiva. ... En función de lo desarrollado y a los fines de decidir, debe tenerse presente que la Corte Suprema de Justicia ha señalado en repetidas oportunidades que los jueces no están obligados a analizar todas las argumentaciones articuladas por las partes o probanzas producidas en la causa sino únicamente aquellos que a su juicio resulten decisivos para la resolución de la contienda (Fallos 276:132, 303:2088, 305:537, 307:1121).Por todo lo expresado, no pueden admitirse los planteos de invalidez formulados por la actora, quien, en rigor de verdad, nada dice en su demanda acerca de la suspensión de la ejecución de la sanción expulsiva, subordinada por el Decreto Nº 335/03 a condición y término, cuya verificación determinara la caducidad de la reinstalación dispuesta “inter tantum”, correspondiendo, en consecuencia, rechazar íntegramente la demanda. (del voto del Dr. Guillermo Horacio Semhan en disidencia).

STJ CORRIENTES

Autos: “MOLINA MARIA ROSA C/ MUNICIPALIDAD DE SANTA ANA S/  AMPARO SINDICAL” (EXP 5921/7)

Sentencia del 08-06-2009

Art. 49 LAS-COMUNICACIÓN ESCRITA DE LA DESIGNACIÓN PARA QUE SURTA EFECTO LA GARANTÍA SINDICAL 

“los trabajadores que incumplen con el deber de comunicar a la empleadora su designación en los términos del artículo 49 de la ley 23.551 no pueden invocar la protección contra afectaciones individuales, tal como pretende la accionante. El punto de partida del análisis no puede ser otro que la oponibilidad de la tutela al empleador una vez que ha mediado la comunicación escrita, siendo evidente que nadie puede ser impuesto del deber de respetar una investidura que desconoce. Por ende la protección no es oponible al empleador sino desde el momento del perfeccionamiento recepticio de la comunicación ordenada por el artículo 49 de la Ley de Asociaciones Sindicales. En tal sentido, cabe recordar que la exclusividad de la comunicación es en forma escrita como medio de prueba. Como es sabido, aquel artículo exige dos “requisitos” para que “surta efecto” la garantía de estabilidad de los que ocupen “cargos electivos o representativos en asociaciones profesionales con personería gremial, en organismos que requieran representación gremial, o en cargos políticos en los poderes públicos”, incluidos “los representantes sindicales en la empresa elegidos de conformidad con lo establecido en el art. 41 de la presente ley”: “a) Que la designación se haya efectuado cumpliendo con los recaudos legales; b) Que haya sido comunicada al empleador. La comunicación se probará mediante telegrama o carta documento u otra forma escrita”. No basta, entonces, para que nazca el derecho a la estabilidad gremial que haya una designación (obviamente efectuada cumpliendo con los recaudos legales); es indispensable además, que se efectúe la “comunicación” del inciso b). En otras palabras, no es lo mismo “ser delegado” que tener derecho a la estabilidad sindical, si falta como se ha juzgado en el concreto caso la debida comunicación al empleador. La designación es, ciertamente, el presupuesto necesario de la misma comunicación, circunstancia acerca de la cual el tribunal “a quo” refiere; pero en tanto que ésta, la comunicación, no exista, aquélla por sí sola no es constitutiva del derecho a la estabilidad sindical; la comunicación sí es constitutiva del derecho a la estabilidad..... La sentencia que me ocupa, sometida al control de legalidad, procede a un análisis correcto de la exigencia legal a la que he referido anteriormente y a la hora de ponderar las pruebas, concluye válidamente, a mi juicio, que el material -publicación de fecha viernes 03 de febrero de 2.006 fs. 24- no alcanza o no es susceptible de acreditar fehacientemente los extremos legales invocados. Es que, el magistrado laboral no puede limitarse a juzgar la apariencia que se le presente pues debe buscar la verdad real, siendo este un criterio jurisprudencial dominante en la materia, pues mas allá de las libres convicciones del juzgador y por sobre el brocardo del “onus probandi incumbit cui dicit”, prevalecen los principios propios del derecho laboral, en los que la buena fe juega un papel importante. Pero no menos cierto es que a diferencia de las leyes anteriores, sin duda, actualmente, el legislador mediante la imposición de la prueba en forma escrita con exclusividad, ha querido asegurar la indudabilidad del hecho (acto: comunicación) que determina la existencia de los derechos y deberes. Esa exclusividad de la forma escrita como medio de prueba significa, obviamente, que no basta probar por otros medios -por ejemplo, lo que surge de la documental de fs. 24, consistente en una publicación referida a la convocatoria de S.O.E.M.S.A. a la Asamblea General Extraordinaria fundacional de afiliados-; que el empleador ha tenido conocimiento de la designación. Pues lo que debió acreditarse no es ese conocimiento que pudo tener, sino el acto de haberle sido comunicada. Por lo tanto la “comunicación” no se suple con ese conocimiento, pues el acto de comunicar está dirigido a una persona determinada, con carácter recepticio a partir del cual comienza la protección, la garantía. A propósito, parafraseando a Juan Carlos Madrid (Cfr: Tratado Práctico de Derecho del Trabajo 3a.edición actualizada y ampliada, Tomo III, junio de 2.007) “la carga de la prueba de la notificación incumbe al representante gremial porque quien invoca la garantía de estabilidad tiene que acreditar la recepción de la comunicación respectiva, la que debe producirse mediante telegrama, carta documento u otra forma escrita, lo que concreta la notificación fehaciente. Incluso entiendo que se requiere que la prueba de la recepción lleve la firma del empleador o de su representante. Esta comunicación no puede ser suplida por la sospecha ni aún por la certeza de que el principal dispone de información suficiente en orden a las candidaturas propuestas en el seno de la empresa” (Ob. cit. pág. 301, lo subrayado me pertenece). Y cita al pie abundante jurisprudencia acerca de esta cuestión. Entonces, siempre se exige prueba escrita de la “notificación de la designación”. También, José Daniel Machado y Raúl Horacio Ojeda adoctrinan que en la medida que el objeto de la comunicación es tornar oponible “al empleador” la tutela de ley, debe cursarse al mismo y se perfecciona con el ingreso a su esfera de conocimiento (Cfr: autores citados,  “Tutela Sindical” edit: Rubinzal-Culzoni, Octubre de 2.006 pág. 182). Y ello es así pues la comunicación da, conjuntamente al contenido que ella debe mencionar, un marco de seguridad jurídica a la situación de las partes en ponderación de las consecuencias imputadas por el ordenamiento. E insisto, la forma escrita no puede, así como está redactada la norma ser suplida por otra prueba, pues están implicados efectivamente el tiempo de duración de la protección (su inicio y fin), como aspectos funcionales que hacen a los derechos y deberes de las partes, circunstancias que no pueden reputarse sabidas como consecuencia de un posible conocimiento que más o menos preciso pudo haber tenido el empleador como pretende el recurrente. De hecho, lo actuado en causa evidencia que la comunicación ha estado ausente. De ahí que la sentencia impugnada se conforme a derecho y resulte ajena a los vicios que se le endilga. Remarco una vez más, en cuanto al cumplimiento de los requisitos del artículo 49 de la Ley de Asociaciones Sindicales, que la comunicación al empleador de la designación de un candidato para un cargo de representación gremial es constitutiva del derecho a la estabilidad, formalidad que no puede suplirse por la sospecha, ni aún por la certeza de que aquél posee información suficiente. Más aún, la antes citada norma -art. 49 de la ley 23.551- establece que para que la garantía de estabilidad gremial surta efecto es necesario que la designación se haya efectuado cumpliendo los recaudos legales y que haya sido comunicada al empleador. Dicha comunicación se probará mediante telegrama o carta documento u otra forma escrita,  por lo cuál si no se acreditó tal extremo como sucede en la especie, no puede sostenerse validamente que la demandada tomó conocimiento.... Así, de lo expuesto surge que las argumentaciones de la recurrente carecen de entidad crítica como para conmover los fundamentos y consideraciones con que el tribunal de la anterior instancia definió la cuestión. Tal como sinteticé en el considerando VI, incumbía a la actora acercar a la causa las pruebas necesarias para demostrar la protección gremial de que gozaba, extremo que a la luz de los acontecimientos no se dio”. (Dres. Niz-Semhan-Farizano)

STJ CORRIENTES

Autos: “BANCO DE CORRIENTES S.A. C/ ARIEL ALBERTO SILVA S/ EXCLUSIÓN TUTELA SINDICAL”(Expediente Nº 26306/06)

Sentencia del 07-08-2006
EXCLUSIÓN DE LA GARANTÍA SINDICAL: VEROSIMILITUD DE LAS RAZONES INVOCADAS - DECISIÓN QUE NO DEFINE LA SUERTE O EXISTENCIA DEL DERECHO DE FONDO A DEBATIRSE

“...considero inobjetable el razonamiento expuesto en el fallo, habida cuenta que en su decisión el juzgador ha tenido por acreditado que el accionado ha manifestado una conducta irregular que podría objetivamente resultar perjudicial para el desenvolvimiento de la actividad bancaria y ello así, habilita a la patronal a ejercer las facultades disciplinarias que le confiere el derecho sustantivo. Por consiguiente, entiendo que la conclusión establecida por el a quo sólo resuelve la verosimilitud del planteo sometido a decisión por el principal; sin emitir opinión acerca de la validez legal de la medida a aplicar por el patrón, más aún, en el sub lite no contrasta la conducta de la patronal con el ejercicio de la representación gremial de la parte demandada. Es a través de las pruebas colectadas en autos, especialmente el dictamen pericial (fs. 147) donde quedó demostrado que aquella denuncia efectuada por la Agente..., encargada del área de Trámites Internos, respondía a irregularidades en compensaciones de fondo transferidos a la Casa Matriz desde las Sucursales de Mercedes y Curuzú Cuatiá, de las que era responsable el Sr. ..... Con tales hechos se justifica la verosimilitud de las razones esgrimidas por la entidad bancaria para solicitar la exclusión de la garantía sindical de la que goza el trabajador demandado ...., si bien esta decisión no define la suerte o existencia del derecho de fondo a debatirse, comprende sólo el primer tramo del procedimiento legalmente instituido para la dilucidación del derecho afectado... la venia judicial otorgada en primera instancia y confirmada por el tribunal de grado, da suficientes razones del porqué se habilita al empleador a tomar las medidas que estime pertinentes. En efecto, para ordenar la exclusión de la protección dada la calidad investida por la demandada y que le fuera otorgada por la ley 23.551, con ello la Cámara, al compartir la selección y valoración de elementos de prueba contundentes, en cuyo mérito resulta procedente la demanda, si bien zanja la cuestión preliminar de manera definitiva -por cuanto debe equiparárselo a sentencia definitiva en cuanto al delimitado ámbito de la exclusión solicitada- no entra a considerar otras consecuencias jurídicas originadas por las conductas traídas a estudio, las cuales, si las partes involucradas lo creyeran conveniente, podrán ser ventiladas ocurriendo ante quien corresponda”. (Dres. Fernando Augusto Niz, Guillermo Horacio Semhan y Eduardo Antonio Farizano).
STJ CORRIENTES

Autos: “OGARA JORGE ANTONIO C/ MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE CTES. S/ ACCION DE TUTELA SINDICAL”

Sentencia del 09-09-2008

EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL-TRÁMITE DE CUMPLIMIENTO PREVIO 

“Surge indubitado de las actuaciones producidas en autos que fue la propia demandada quien reconoció la tutela sindical del actor al otorgarle licencia gremial (vide fs. 30, Resolución N° 699 de fecha 06 de Julio de 2.001); hecho relevante y decisivo para la solución del caso toda vez que su reconocimiento imponía a la empleadora el deber de observancia del procedimiento impreso por la ley 23551, previo a la cesantía dispuesta. Sin duda, el art. 52º de la Ley de Asociaciones Sindicales constituye la clave operativa de todo el sistema legal protectorio de la libertad sindical y de los derechos de los trabajadores (Cfr. CORTE, Néstor T., El Modelo Sindical Argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1994, pág. 479); y dentro de los medios técnicos jurídicos adoptados por la norma para el logro de su fin se encuentra la llamada acción de exclusión de tutela. En efecto, el instituto resguarda, -previo procedimiento sumarísimo-, la validez de la conducta del empleador que decide suspender, despedir o cambiar las condiciones de trabajo de los representantes sindicales amparados y así evita que su comportamiento agravie al interés tutelado; de ahí que el poder del empleador está condicionado por la ley, por lo que en función de la tutela la acción de exclusión tiende a obtener una declaración judicial, para demostrar que la medida que se pretende adoptar es fundada en causas ajenas a una conducta antisindical (Cfr. CORNAGLIA, Ricardo J., Derecho Sindical, La Ley, Buenos Aires, 2004, pág. 405)y ello en la especie no se evidencia. ... Con sustento en lo dicho -Considerando precedente-, resulta que la Administración carecía de facultades para dictar la resolución N° 034 -cesantía-. Es por ello que, la Resolución dictada por la Administración -Municipalidad-, en el sentido que lo hizo, claramente afectó la garantía sindical vulnerando lo previsto por el art. 52 de la Ley 23.551; dicha omisión, torna impertinente el debate causal posterior (conf. José Daniel Machado y Raúl Horacio Ojeda: Tutela Sindical -Estabilidad del representante Gremial, ed: 2006, Págs. 285 y siguientes) tal lo que ocurre en el sub lite, por lo que irreversiblemente la vía recursiva no tiene andamiento. A mayor abundamiento este Superior Tribunal tiene dicho reiteradamente que […] “el trámite inexorable de exclusión de tutela es el modo de relevar el obstáculo mediante un debate causal anticipado a la emisión del acto, siendo inadmisible -como acontece en la especie-, por impertinencia, que la propuesta causal sea esgrimida como defensa en este juicio de reinstalación” (Cfr. Sent N° 64/07- fuero laboral- entre muchas otras)”.

STJ CORRIENTES

Autos: “PEREZ DE MARTURET, PATRICIA BEATRIZ C/ DIRECCION PROVINCIAL DE ENERGIA DE CORRIENTES (D.P.E.C.) S/ ACCION DE REINSTALACION LABORAL” Expediente Nº EL1 - 3989/8

Sentencia del 06-05-2008

EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL-TRÁMITE DE CUMPLIMIENTO PREVIO

“Constituye un verdadero carácter esencial que el trámite  de pedido de exclusión se satisfaga de modo previo e inexorable, más allá de las razones que motiven al empleador decidir modificar las condiciones de trabajo. La omisión torna impertinente el debate causal posterior (CFR: José Daniel Machado y Raúl Horacio Ojeda: Tutela Sindical - Estabilidad del representante Gremial, ed: 2006, pág. 285 y su cita al pié N°, cita efectuada en caso análogo al presente: sentencia 64/2.007 de este Alto Cuerpo). Y no demostrado ni cuestionado en origen - tampoco aquí- la circunstancia que al momento de dictarse la  resolución impugnada se hubiere cumplido con el trámite previo de exclusión,  que opera- como expresé-  como condición de validez del acto jurídico (autor citado, ob cit., pág 286); todo reproche posterior resultarán inidóneos para arribar a una solución sentencial distinta a la dictada en origen. Ello es así pues el trámite inexorable de exclusión de tutela es el modo de relevar el obstáculo mediante un debate causal anticipado a la emisión del acto, siendo inadmisible - por impertinente-, que la propuesta causal sea esgrimida como defensa en este juicio de reinstalación”.

STJ CORRIENTES

Autos: “INCIDENTE DE MEDIDA CAUTELAR ART. 52 DE LA  LEY 23551, EN AUTOS: COOPERATIVA DE CONSUMO FARMACEUTICA "ITA PUCU" LTDA. C/ GONZALEZ JOSE RAMON S/ SUMARISIMO” Expediente Nº I01 - 32020447/1

Sentencia del 29-10-2008 

MEDIDA CAUTELAR - AGRAVIO DE INSUFICIENTE REPARACIÓN ULTERIOR - PAGO DE SALARIOS DURANTE EL PROCESO DE EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL

“...no desconozco algunos precedentes jurisprudenciales que, como los de la Suprema Corte de Buenos Aires por ejemplo, han resuelto que el pronunciamiento cautelar que suspende la prestación laboral en los términos del artículo 52 de la ley 23.551 no reviste carácter definitivo, desde que no decide sobre la suerte o existencia del derecho de fondo debatido (SCBA, 09-04-91 “Abbott Lab. Arg. SA c/ Sikora, José s/Exclusión garantía sindical” citado por José Daniel Machado y Raúl Horacio Ojeda “Tutela Sindical” octubre de 2.006 ed:Rubinzal-Culzoni, pág. 607). Sin embargo, no menos cierto es que los antecedentes de este Tribunal, en anterior integración y de la cual he formado parte, revelan una postura distinta. En efecto, con citas de precedentes de la Corte Suprema, he adherido a la opinión que proponía que si bien en principio las resoluciones referentes a medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva o equiparable a ésta, a los fines de habilitar esta instancia de excepción cabe obviar esa regla cuando, como ocurría en esos autos, con la disposición precautoria se ocasionaba un agravio de insuficiente, tardía o dificultosa reparación ulterior, daño relacionado con la privación de derechos laborales elementales (pago de la remuneración) durante el tiempo que durara el proceso de exclusión de tutela que se pronosticaba como largo,  aún en el caso de poder exigirse al final  el reintegro de las sumas retenidas (Cfr: Resolución Fuero Laboral N°11 de fecha 30 de abril de 2.003 in re: “Recurso de Queja por Recurso de inaplicabilidad denegada en autos: “ Banco de Corrientes S.A. c/María Dafne Ercolani s/ Exclusión de tutela Sindical” Inc. de Medida Cautelar”). Entiendo, como corolario, lo decidido en la especie puede equipararse a sentencia definitiva y resuelta la admisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley en tratamiento, corresponde analizarlo sustancialmente. .... Los agravios que sustentan el memorial refieren a la disconformidad de la parte actora con la condena a pagar los haberes mientras dure el proceso de exclusión de tutela y en apoyo de esa opinión cita la parte recurrente doctrina en la materia, fundando su protesta en lo dispuesto en el art. 224 de la Ley de Contrato de Trabajo, normativa que entiende fue soslayada en origen al omitirse la valoración de la denuncia criminal previa contra el empleado demandado. Sigue exponiendo, a todo evento, que de resultar el trabajador condenado se caería en la absurda situación de que el mismo siguió cobrando sin trabajar durante todo el tiempo de suspensión, configurándose eventualmente un enriquecimiento ilícito..... Resulta a mi juicio razonable y legalmente conducente la pretensión recursiva, impugnación que al prosperar implicará revocar en lo pertinente la sentencia de Cámara que ordena pagar durante el tiempo de tramitación de este proceso y mediante la cautelar obtenida por la parte interesada los haberes al dependiente. Repensando el caso, pues a través del antecedente citado “Banco de Corrientes S.A c/ María Dafne Ercolani” suscribí se revoque la cautelar recurrida en lo referente a la suspensión del pago de las retribuciones adeudadas a la accionada - Res. Lab. Nro. 11/2.003 -, resulta oportuno señalar que si en este precedente la decisión de la exclusión de tutela culminó en favorecer al Banco de Corrientes y al tomar nuevamente intervención este Tribunal, con distinta integración, ya en la discusión de que no había la Sra. Ercolani percibido aquellos haberes ordenados y los seguía reclamando,  se advirtió que aquella orden había perdido virtualidad pues los salarios del período de suspensión cautelar siguen la suerte del pedido de exclusión de tutela y al prosperar este no correspondía pagar los salarios (Sent. N°21/2.008- Fuero Laboral); en razón de ello resulta oportuno fijar esta línea de pensamiento también en el “ sub examine” para concluir que los salarios del período de suspensión cautelar seguirán la suerte del pedido de exclusión de la tutela. En efecto, a través de la sentencia N°21 de 2.008 recientemente dictada in re: “Inc. de Medida cautelar en autos: Banco de Corrientes S.A. c/ María Dafne Ercolani s/Exclusión de tutela sindical” se decidió, en lo que aquí interesa, que si el pedido de exclusión no prospera el empleador debe los salarios del período de suspensión. Si por el contrario es admitido, no corresponderá pagarlos. En ese entendimiento, he reformulado mi postura y aplicándola al caso en estudio me decido  por el no pago de los haberes durante el tiempo que al trabajador se lo liberó de prestar tareas efectivas y habituales. A mi modo de ver, la situación del representante sindical que resulta suspendido precautoriamente en su trabajo  - más aún por causa de la denuncia criminal- no debe gozar de su sueldo mientras dure la medida, siendo su situación la misma que aquella que se da en el Régimen de Contrato de Trabajo,  pues el art. 30 del decreto 467/88 reglamentario de la ley 23.551 dice que el empleador deberá mantener el cumplimiento de la totalidad de los deberes que las convenciones colectivas ponen a su cargo pero no se refiere al salario, obligación que desaparece igual que la del trabajador liberado de prestar servicios”. 

STJ CORRIENTES

Autos: “INCIDENTE DE MEDIDA CAUTELAR EN AUTOS: BANCO DE CORRIENTES S.A. C/ MARIA DAFNE ERCOLANI S/ EXCLUSION DE TUTELA SINDICAL” Expediente Nº IL2 - 10197/1
Sentencia del 29-07-2008

PAGO DE SALARIOS DURANTE EL PROCESO DE EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL
“...los salarios del período de suspensión cautelar en principio siguen la suerte del pedido de exclusión de tutela. En consecuencia, si el pedido de exclusión no prospera, el empleador deberá abonarlos. Si por el contrario es admitido por el juez, no corresponderá el pago de los salarios de la suspensión cautelar si la causa de dicha suspensión fuese imputable al trabajador, tal como acontece en el sub lite”.
STJ CORRIENTES

Autos: “ZENIQUEL RODOLFO JOSÉ C/ DCCIÓN. PCIAL. DE ENERGÍA DE CTES. (D.P.E.C.) S/ ACCIÓN DE REINSTALACIÓN LABORAL” Expediente Nº 9382/6

Sentencia del 16-05-2007

TUTELA SINDICAL-PROTECCIÓN DE EMPLEADOS PÚBLICOS Y PRIVADOS

“desde otra óptica la C.N. al consagrar la garantía de los representantes gremiales, no distingue entre empleados públicos y privados (art. 14 bis). A su vez la Convención Americana sobre Derechos Humanos garantiza a toda persona que habite en alguno de los Estados Parte, la libertad de asociación (art. 16). Que, el Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales garantiza la libertad sindical (art. 8), y los Estados Parte se comprometen a garantizar las diversas manifestaciones de aquella, y especialmente a no "aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías" (art. 8.3-). Se ha señalado que "el concepto de trabajador previsto en el Pacto es comprensivo de toda persona que preste servicios en relación de dependencia, ya sea en el ámbito privado como en el público y sea cual fuere la modalidad de trabajo" (Gialdino; Rolando: El trabajador y los derechos humanos, Estudios 2 (2000) Secretaría de Investigación de Derecho Comparado, Corte Suprema de Justicia, pág. 510). También resulta de observancia, la aplicación de normas de carácter infraconstitucional, pero supra-legal, como las contenidas en la Declaración Sociolaboral del Mercosur, que en su art. 9° dispone “Los trabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical con relación a su empleo “[...] b) evitar despidos o perjuicios que tengan como causa su afiliación sindical o su participación en actividades sindicales”[…]. Así, el compromiso internacional asumido por el Estado Argentino, debe respetarse la decisión de los Jueces, como en este caso. En el deber del juez de hacer prevalecer la norma más favorable al trabajador (art. 14 bis de la Constitución Nacional y arts. 7, 9 y 12 RCT), el juez obligado a fundar toda sentencia debe respetar la jerarquía de las normas vigentes y el principio de congruencia (art. 34 inc. 4 del C.P.C.C.N.), a más del Derecho invocado por las partes (iuria novit curia) tal como lo hicieran las instancias inferiores. Además, la jurisprudencia nacional, también ha entendido que la ley 23.551 tutela la actividad sindical del empleado público, y que no puede considerarse derogada o ser sustituida por un régimen especial (CNAT, Sala II, 1999/06/22, "Cabot..", DT 2000-A-872/873). "...en la tutela sindical ésta no distingue, con relación a dicha garantía, entre empleo público y contrato de trabajo..." (CNAT, Sala II, noviembre 30-998, "Soto...", DT 1999-A-249), por el contrario, si quien se halla resguardado por la estabilidad sindical, es trabajador del Estado, la tutela se fortifica, pues opera directamente sobre éste el compromiso internacional asumido a través de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (arts. 1.1., 2, 8, 16 y ccs.), Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales -art. 8-; Declaración Sociolaboral del Mercosur -art. 9. Más aún, en la causa, habiéndose violado las garantías de estabilidad y no cumplido el trámite de exclusión previsto por la ley 23.551, exigido al empleador, al trabajador le asiste el derecho por la condición gremial que reviste. Ello así la decisión jurisdiccional que impone a la D.P.E.C. reinstalar en el puesto de trabajo al demandante, Sr. Zeniquel, Cargo: Jefe de Servicios Generales Categoría de Revista 16/1 mientras dure el mandato, tutela sindical, debiendo abonársele los salarios caídos, resulta conforme a derecho.... Además y a modo ejemplificativo, frente a dos dirigentes gremiales, pertenecientes uno al empleo público y otro al privado, quienes requirieran el amparo sindical, ellos serían tratados de manera desigual y discriminatoria, si se aceptara que para el primero, en razón de normas infraconstitucionales y aún de menor jerarquía que la ley 23.551 (art. 31 C.N.) el Poder Judicial no pueda expedirse sobre la cuestión deducida. En mi opinión, conforme la normativa vigente, ya citada, basta comprobar la infracción al régimen de tutela sindical inexistencia de antejuicio-, para ordenar se restablezcan las condiciones de trabajo del dirigente gremial revista éste el carácter de empleado público o bien sea regulado por la Ley de Contrato de Trabajo-, pues es sabido que: "el principio de la igualdad de todas las personas ante la ley, según la ciencia y el espíritu de nuestra Constitución, no es otra cosa que el derecho a que no establezcan excepciones o privilegios que excluyan a algunos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, de donde se sigue forzosamente que la verdadera igualdad consiste en aplicar en los casos ocurrentes la ley según las diferencias constitutivas de ellos" (CSJN, Fallos,16:118; 137:105; 270:374; 306:1560;entre otros). "el principio de igualdad exige que no se traten de manera diferente situaciones comparables, a menos que dicha diferenciación esté objetivamente justificada" (Trib. de Justicia de las Comunidades Europeas, sentencia del 9/11/95, asunto C. 479/93, "Andrea Francovich vs. República Italiana"). Así, "la igualdad desde un punto de vista jurídico implica la posibilidad o capacidad que tiene una persona de adquirir derechos o contraer obligaciones, cualitativamente, propios de todos aquellos sujetos que se encuentren en su misma situación jurídica determinada" (Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, Distrito Federal. AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 430/2001, QUEJOSA: JUANA LÓPEZ LEÓN, 25/05/2001).... Como corolario, mientras las normas constitucionales, supralegales y legales aplicables al caso, no distingan, los dirigentes sindicales empleados públicos o regidos por la Ley de Contrato de Trabajo- merecen igual trato”.

STJ CORRIENTES

Autos: “PEREZ DE MARTURET, PATRICIA BEATRIZ C/ DIRECCION PROVINCIAL DE ENERGIA DE CORRIENTES (D.P.E.C.) S/ ACCION DE REINSTALACION LABORAL” Expediente Nº EL1 - 3989/8

Sentencia del 06-05-2008

TUTELA SINDICAL-PROTECCIÓN DE EMPLEADOS PÚBLICOS Y PRIVADOS

“La doctrina, a propósito del tema en consideración, se muestra favorable a la aplicación de  las reglas de procedimiento establecidas en la ley 23.551 estando en juego la tutela sindical de un agente público, sujeto que ya cuenta con protección constitucional (Art. 14 bis). Se ha expuesto que la naturaleza y función del sistema de garantías previsto en la ley de Asociaciones Sindicales, como así también la especial urgencia en el mantenimiento o reestablecimiento de la relación representativa, imponen sin duda alguna que las restricciones que pesan sobre la administración incluyan la consecuente necesidad de obtener la “exclusión” mediante decisión judicial previa a la decisión administrativa (Machado-Ojeda; ob cit. pág. 234). Ello por cuanto la tutela de la libertad sindical no puede considerarse derogada o sustituida por un régimen general como es el aplicable al empleo público, teniendo los delegados los mismos derechos que aquellos del sector privado (Cfr: Juan Carlos Fernández Madrid; La protección de la Actividad Gremial; Tratado Práctico de Derecho del Trabajo, Tomo III, 3era edición actualizada; La Ley 2.007, pág. 297, N° 15.17). Siguiendo la misma línea de razonamiento, los representantes gremiales de los empleados públicos deben gozar “de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo” (art. 14 bis Constitución Nacional). En ese sentido, ya  en los trabajos preparatorios realizados en la Organización Internacional del trabajo para la elaboración del Convenio 87, se precisó que la garantía del derecho de sindicación debía aplicarse a los empleados y trabajadores públicos y privados, reconociendo posteriormente el Convenio 151 sobre Relaciones de Trabajo en la Administración Pública, demás derechos a favor de los representantes de los trabajadores. En definitiva,  también la OIT es de la opinión que no sólo los trabajadores de la actividad privada deben ser amparados por las garantías sindicales previstas en los ordenamientos positivos, sino que, del mismo modo, los empleados públicos deben tener la oportunidad de asegurar, mediante su organización, la defensa de sus intereses. A mayor abundamiento,  al establecer el art. 4 de la ley 23.551 los derechos sindicales, no efectúa ninguna distinción entre trabajadores privados y públicos, corroborando esta norma lo expuesto precedentemente”.  

STJ CORRIENTES

Autos: “ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES C/ MONICA BLANCA GALANTE S/ EXCLUSION DE TUTELA SINDICAL” Expediente Nº EL1 - 10147/3

Sentencia del 04-10-2007

EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL-PROCEDIMIENTO PRELIMINAR PREVENTIVO DE CONOCIMIENTO REDUCIDO

“La Cámara otorga a la exclusión de la garantía sindical de  Mónica Blanca Galante el preciso carácter de procedimiento preliminar preventivo, postura sostenida por la influyente Suprema Corte de Buenos Aires y seguida por este Alto Cuerpo, la que reconoce precedentes en tal sentido y ratificados en su composición actual (SCJBA, “ Antonucci y Bardi SRL c/Medina”, en T. y S.S., 1991-243; SCJBA, 9-11-2005, “ Mapelli,  Oscar Ernesto c/ Telefónica Argentina S.A. s/ Ind. Por despido”, T.y S.S., 2006-67; S.T.J., Ctes., Sentencia N°62/06). ; criterio que predica, en síntesis, que el reducido marco de conocimiento inherente al trámite sumarísimo es incompatible con una decisión definitiva que fundadamente pueda expedirse acerca de la “justificación de fondo” que pueda o no tener el empleador. Lo resuelto en estos autos zanja la cuestión preliminar de manera definitiva,  no entra a considerar otras consecuencias jurídicas originadas por las conductas traídas a estudio, las cuales indudablemente están siendo ventiladas por otra vía, la contenciosa administrativa,  según se desprende de lo afirmado por la propia interesada. De este modo,  al Inferior razonablemente le basta la prueba de la verosimilitud del derecho invocado por la actora para que pueda obtener la venia judicial y tomar las medidas necesarias respecto de la relación laboral”.

STJ CORRIENTES

Autos: “RAMIREZ ALI WALTER CESAR C/ DCCION. PCIAL. DE E. CORRIENTES (D.P.E.C.) S/ REINSTALACION LABORAL” Expediente Nº 9973/6
Sentencia del 24-05-2007

TUTELA SINDICAL CONTRATADO ADMINISTRACIÓN PÚBLICA-CONTRATO SUJETO A PLAZO

“Conforme reiterada doctrina y jurisprudencia del más Alto Tribunal, además de la contundente interpretación de que el vínculo que nace en virtud de un contrato sujeto a un plazo cierto y determinado, "se extingue automáticamente por el mero vencimiento del término convenido” plasmado en Fallos: 310:1391 -que fue uno de los fundamentos del decisorio atacado-, también ha decidido que: "El carácter permanente de las tareas asignadas al empleado no importa borrar el título que dio origen a su nombramiento, el que estando sujeto a plazo, fenece cuando aquél expira (FALLOS: 310:2928). En tal sentido, encuadrando, por lo tanto, la calidad investida por el actor en el art. 11, inc. b), de la ley 4067 (contratado) y, en función de lo disciplinado por el art. 13, inc. a) “in fine”, de dicho Cuerpo normativo, el contratado cesa en sus funciones, vencido que fuere el término de la vinculación. De allí que la función desempeñada en modo alguno puede revertirse sin un acto expreso, que incorpore al accionante a Planta Permanente. Por lo tanto, no surge del expediente la existencia de un acto expreso de la Administración -que haya renovado el vínculo o lo convirtiera en uno de carácter permanente-, resulta innegable que la contratación culminó con el mero cumplimiento o expiración del término. Esto es, en el concreto caso, el día 30/6/04. No otra ha sido la voluntad evidenciada por la demandada al emitir la comunicación de fecha 24/06/04 (copia certificada obra a fs. 103), en cuyo mérito el vínculo finalizó. No existe circunstancia que haya modificado lo ya consentido voluntariamente por el actor al aceptar el contrato que lo uniera con la demandada. "El voluntario sometimiento a un régimen jurídico sin reservas expresas, comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su ulterior impugnación con base constitucional... por lo cual su silencio hace presumir la aceptación de los términos fijados por la Administración" ("Colección de Dictámenes" - T. 223 - pág. 276). La Cámara Federal en lo Contencioso Administrativo de la Capital, en la misma línea ha dicho: "El mero transcurso del tiempo y las prórrogas y renovaciones de un contrato no pueden trastocar por sí la situación de revista de quien ha ingresado como agente no permanente y no ha sido transferido a otra categoría por un acto expreso de la Administración. El hecho de que el actor se haya sometido voluntariamente, sin reservas, a un régimen jurídico, determina -como principio- la improcedencia de su impugnación ulterior. Es decir, la aceptación del contrato inicial y sus ulteriores prórrogas, presididos por un régimen de inestabilidad, veda al actor toda posibilidad de reclamar los derechos emergentes de la estabilidad en el empleo" (CFed. Cont. Adm. Cap. Fed. - Sala IV - 6/4/1995, "Torres de Copie, Ana M. c/Estado Nacional (Ministerio de Defensa)" - LL - T. 1996-B - pág. 511 - 94259 - Fana 9131). Es decir que el énfasis puesto por el recurrente al manifestar que “la esencia” de lo reclamado es que “se respete el derecho a no ser despedido y a que no se modifiquen las condiciones de trabajo”, deviene incoherente en razón de que jamás pudo haberse considerado con derecho a “no ser despedido”, cuando la relación que lo unía a la demandada estaba basada en un contrato sujeto a plazo... En esas condiciones, cabe concluir que la no renovación del contrato que fuera la base del vínculo laboral que unía a la demandada con el Sr. Ramírez Alí, en modo alguno ha violado la garantía sindical cuya protección se reclama en el presente, cuando dada su condición de contratado en el Cuadro de la Administración Pública,  el actor no estaba legitimado a ejercitar el derecho que pretende tutelar (“SABAO, MARCELINO A. C/ I.O.S.C.O.R. Y/U OTRO S/ AMPARO SINDICAL” Expte N° 21.773).... Insisto finalmente, la relación de empleo público habida en autos se rige entonces por pautas de Derecho Público y no pudo desconocer el actor la naturaleza de su vinculación: se sometió voluntariamente al régimen aplicable, el cual no contiene la protección en la que intentó ampararse, a fin de lograr lo reclamado. Por consiguiente, no cabe reconocérsele el derecho a la reinstalación pretendida”.

